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                                                 PREÁMBULO 
 
 
                                         SOBRE LAS COMPETENCIAS 
 
 La Generalitat tiene competencias exclusivas en materia de transportes 
terrestres con itinerarios dentro de la Comunidad Valenciana conforme el artículo 
49-1-15ª del Estatut y de desarrollo de la legislación europea en la materia 
conforme al artículo 49-4 del Estatut. Tanto los servicios públicos de transporte 
colectivo de viajeros por carretera de uso general como los de uso especial se 
prestan en base a itinerarios prefijados, por lo que unos y otros, cuando su 
itinerario no excede del ámbito territorial de la Comunidad Valenciana, podrían ser 
objeto de la legislación valenciana, sin embargo, lo que no admite dilación es 
reconducir la regulación sobre el servicio público del taxi. 
 



2 

 Extrapolando el criterio territorial de atribución de competencias en materia 
de transportes contenido en la Constitución y en el Estatuto de Autonomía, y en 
consonancia con el principio de autonomía municipal, deben atribuirse a los 
Ayuntamientos la competencia sobre transportes dentro de su propio  término 
municipal , especialmente a los de población superior a 50.000 habitantes que 
vienen obligados por la legislación de Régimen Local  a dotar de transporte urbano 
a su  municipio. 
 
 Sin embargo, es preciso conseguir, para mayor eficacia en la prestación de 
los servicios de transporte, que en aglomeraciones urbanas que exceden de un 
municipio, siendo por lo tanto varios los ayuntamientos afectados, que los servicios 
de transporte  de viajeros se presten de manera integrada y que quede superada la 
traba administrativa que significan los límites de los términos municipales. Para ello 
es preciso instrumentar soluciones en el marco de la colaboración inter-
administrativa, acordes asimismo con las fórmulas ofrecidas por la legislación de 
régimen local, que permita, dentro de cada área gestionar los servicios públicos de 
transporte en taxi. Estas soluciones, que pueden ser de distinto orden para cada 
área,  deben venir de la mano de la superior Administración competente en la 
materia que no es otra que la Generalitat; por lo que, con independencia de 
recabar los informes y participación de los  ayuntamientos  afectados, en aras de 
los fines de coordinación y cooperación previstos en el artículo 63-3 del Estatut, la 
creación de los Entes para la integración del transporte de viajeros, como órganos 
de cooperación sectorial, y la atribución de competencias a los mismos debe 
corresponder al Consell. 
 
 
                                        SOBRE EL SERVICIO DE TAXI 
 
 Los Servicios de Taxi del derogado, por la presente ley,  Capítulo III del Título 
II de la Ley 6/2011, de 1 de abril, de la Generalitat, de Movilidad de la Comunidad 
Valenciana, quedan regulados por las disposiciones al efecto contenidas en la 
LOTT, Ley estatal 16/1987 de 30 de julio de Ordenación de los Transportes 
Terrestres, modificada por Ley 9/2013, de 4 de julio, o legislación que la sustituya, 
que es de aplicación al transporte interurbano realizado en base a autorizaciones 
de ámbito nacional, y  por  la presente  Ley de la Generalitat, que es de aplicación 
específica al transporte dentro de los municipios o dentro de las áreas de 
prestación conjunta, que son los que se prestan en base a las autorizaciones 
reguladas en la presente ley, cuya titularidad, por otra parte,  es condición previa 
para la expedición de las de ámbito nacional. Y ello, habida cuenta de que se parte 
de la inconveniencia de crear una autorización de ámbito autonómico que limitaría 
la actividad territorial del taxi, pues le impediría prestar servicios fuera del territorio 
de la Comunidad Valenciana. 
 
 Se supera con ello el confuso, sino equivocado panorama competencial 
sobre el taxi, contenido en el texto que se deroga de la Ley 6/2011 de la 
Generalitat, reflejado por ejemplo en su artículo 43-5  que, al decir que la 
autorización expedida  de acuerdo con lo previsto en la ley autonómica es la que 
permite servicios fuera del territorio valenciano,  obvia la existencia de la necesaria 
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autorización de ámbito nacional que  expide la Generalitat, pero como competencia 
delegada del Estado por Ley Orgánica 5/1987 de 30 de julio, y de lo que es 
ejemplo emblemático el propio  texto del artículo 43-5, que prevé incluso el dislate 
de la aplicación de la legislación regional del territorio atravesado por  el servicio 
discrecional de taxi,  y el error del artículo 45-1,  que considera como taxi a 
servicios con vehículos de más de 9 plazas, o el del artículo 44-4, que viene a 
atribuir a los ayuntamientos de más de 20.000 habitantes competencias sobre 
autorizaciones de ámbito nacional y sanciones sobre servicios de ámbito 
supramunicipal delegadas por el Estado a la Generalitat. 
 
  Esta  Ley contempla supuestos de Infracciones y Sanciones de los 
Servicios de Taxi, que  debe conciliarse con la normativa estatal sobre 
infracciones y sanciones de transporte establecida en la Ley 9/2013 o en el Texto 
Refundido que en la misma se anuncia, con aquellas adiciones específicas que 
puedan ser necesarias para mayor garantía de prestación del servicio público 
encomendado a los profesionales del taxi. Se trata del régimen de infracciones y 
sanciones del servicio público del taxi del que, como ya se dijo,  la normativa 
estatal adolece de concreción suficiente, posiblemente por considerar que su 
ámbito fundamental de prestación de servicios es el urbano y metropolitano, de 
competencia autonómica. 
 
 Así, si el transporte interurbano prestado por los taxis es un transporte 
discrecional  de viajeros en base a autorizaciones de ámbito nacional, le será de 
aplicación el régimen de infracciones y sanciones contenido en la legislación 
estatal sobre la materia, aun tratándose de servicios discrecionales dentro del 
ámbito territorial de la Comunidad Valenciana. De esta manera  se aplicará la 
legislación estatal a los  supuestos de carencia de autorización o título habilitante, 
cuando se realice un transporte interurbano, con independencia de que el trayecto 
realizado esté o no comprendido en el territorio de la Comunidad Valenciana, 
habida cuenta  que se trata de carencia de autorización de ámbito nacional. Sin 
embargo, las deficiencias en la prestación del servicio en relación con el usuario, o 
en relación con el propio servicio,  desde el momento que todos los servicios de 
taxi tienen origen en el municipio o área de prestación conjunta donde tienen 
expedida autorización, o destino en estos ámbitos, en el caso de que hubieran 
cargado en puertos o aeropuertos o, en su caso, estaciones ferroviarias,  deberá 
ser abordado por la legislación autonómica. 
 
 Con esta Ley se trata de consolidar un modelo de prestación del servicio 
público del transporte público de viajeros en taxi basado en el profesional 
autónomo que explota su propia licencia, esto es, una sola licencia de taxi para un 
vehículo para cada taxista. En definitiva,  el modelo implantado básicamente desde 
1979,  debidamente actualizado y corregidas las  desviaciones de los últimos 
tiempos, y lejano de la revolución neoliberal que se pretende desde otras 
instancias. Y ello, porque se considera  que un servicio público de transporte con 
vehículos turismo, para satisfacer las necesidades de transporte individual de los 
ciudadanos, sólo puede ser eficaz y autosuficiente si se consigue un ajuste 
automático entre oferta y demanda de servicio en cada tramo horario o diario. Y  
ese ajuste se estima que sólo sería posible si la decisión de prestar o no servicio 
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en cada momento la toma el operador experimentado en un concreto ámbito 
territorial, que conoce las necesidades de movilidad del mismo, y que es capaz de 
prestar servicio  en horas punta de demanda o retirarse del mismo en horas valle, 
con las consecuencias positivas desde el punto de vista medioambiental que 
significa que  circulen los vehículos en vacío lo menos posible. Un operador de 
esas características sólo se corresponde con el profesional de la conducción no 
sujeto a un horario laboral y con experiencia en las pautas de movilidad de un 
ámbito concreto, que asume el riesgo y ventura de sus propias decisiones, que en 
ocasiones deberán ser improvisadas a la vista de la realidad sobrevenida. Si 
además se está pensando que la atención al usuario propia del servicio público 
que se configura debe ser de calidad y por tanto lo más personalizada posible, 
pues el servicio de taxi que se propone no se limita a transportar a viajeros de un 
lugar a otro sino que debe estar acompañado de una atención complementaria, 
nada mejor que apostar por que el operador efectivo sea quien asume el resultado 
económico de cada concreto acto de atención al viajero, que no puede ser otro que 
el titular y responsable de la explotación del vehículo habilitado para prestar el 
servicio de taxi. Sin embargo, habida cuenta que no se puede sustraer a un taxista 
autónomo de su derecho a contratar colaboradores para su actividad, es por lo que 
se permite que pueda contratar un conductor asalariado o un familiar colaborador, 
junto con el que poder realizar la explotación, con la confianza de que este asuma 
las condiciones subjetivas que se esperan del titular. 
 
 Es desde esa perspectiva personalizada de concebir el servicio público del 
taxi que se establece la obligación de prestar servicio a los titulares de 
autorización, o se exige su plena y exclusiva dedicación al taxi en ámbitos de 
determinada dimensión poblacional, pues de otra manera no sería posible 
garantizar la oferta de servicio, ya que podría darse el caso de titulares de 
autorización inactivos por desempeñar otra profesión o empleo. Por la misma 
razón cabe evitar supuestos de inactividad como sería el caso de titulares de 
autorización fallecidos, jubilados o incapacitados, para los que se establece un 
plazo razonable  que permita su transmisión. 
 
 Esta condición personal del titular de la autorización justifica que se 
incorpore, de manera explícita, la figura de la reactivación de la autorización de taxi  
cuando razones personales debidamente justificadas impidieran los trámites de  
visado o de rehabilitación de la autorización  en los plazos establecidos para ello. 
 
 Las necesidades de atención a la demanda telefónica y telemática, acorde 
con el desarrollo de nuevas tecnologías de la comunicación, se pretenden resolver 
con la figura de los Centros de Distribución de Servicios de Taxi formados por la 
agrupación de los taxistas autónomos, que pretende regularizar la situación de las 
actuales emisoras o centros de atención telefónica, aunque exigiéndole 
personalidad jurídica propia como ha venido siendo tradicional para los 
intermediarios del transporte. 
 
 En definitiva, el reto futuro del sector del taxi no pasa por un cambio de 
modelo que signifique re-dimensionar el tamaño de los operadores hacia grandes 
empresas de taxi, que estuvo en la mente de algunos, y que parece que se 
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preconiza desde otras instancias, sino en modernizar el servicio público que 
prestan para que se adecue a todas las necesidades planteadas en un mundo que 
avanza tecnológicamente de manera imparable. 
 
 Se trata de apostar porque sean los propios profesionales del taxi, libremente 
asociados en cooperativas u otro tipo de empresa, quienes introduzcan, con apoyo 
de la Administración, las innovaciones tecnológicas que sean precisas para hacer 
frente a otras soluciones en auge. Y eso pasa por implantar tecnología de las 
comunicaciones, pero también por garantizar un servicio público homogéneo y de 
calidad, lo que justifica medidas como la uniformidad de vehículos o conductores o 
precios controlados. 
 
 Por otro lado, la eficacia del servicio público del taxi depende de un ajuste de 
la oferta a la demanda que cumpla el doble objetivo de garantizar el servicio al 
usuario al tiempo que  permita la viabilidad económica del operador. Es por ello 
que la ley habilita a la Consellería competente en materia de transportes para 
adoptar medidas de control de la oferta acordes con la demanda estimada de 
servicio, entre las que debe estar, de manera incuestionable, la posibilidad de 
limitar el número de autorizaciones que operen en cada ámbito funcional en 
función de factores de demanda, como es la población, o la posibilidad de restringir 
el número de operadores que puedan prestar servicio en determinados días u 
horas. 
 
 Por último, la ley apuesta por facilitar que el parque de vehículos que presta 
el servicio de taxi alcance el nivel de adaptación a personas con movilidad reducida 
que establecen otras normas específicas. Para ello, por una parte se prima la 
adscripción de vehículos adaptados autorizando un mayor número de plazas, lo 
que viene a ser una excepción, perfectamente justificada, a la necesaria 
homogeneidad del servicio. Y por otra, se condiciona cualquier incremento de 
oferta, o el mantenimiento de situaciones no acordes con los presupuestos de la 
ley, a que se adscriban vehículos adaptados. 
 
 
 
 
                                             DISPOSICIONES: 
 
 
Artículo 1º. Ámbito de aplicación 
 
 1. Se regirán por la presente ley los transportes terrestres de viajeros con 
vehículos turismo que se realicen dentro del territorio de la Comunidad Valenciana. 
Y ello sin perjuicio de la aplicación directa sobre los mismos de la normativa 
contenida en la Ley estatal de Ordenación de los Transportes Terrestres dictada en 
uso de las competencias del Estado sobre legislación mercantil, procesal, sobre 
contratación administrativa, y sobre tráfico y circulación de vehículos a motor, que 
se relaciona en la Disposición final segunda de la Ley 9/2013, de 4 de julio,que 
modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio,  de la normativa sobre contratación 
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administrativa, que corresponda, contenida en la Ley de Contratos del Sector 
público, cuyo texto refundido se aprobó por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 
de noviembre, y de la normativa contenida en el Reglamento (CE)nº 1370/2007 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2007. 
 
 Asimismo será de aplicación supletoria la normativa sobre principios 
generales, directrices generales, régimen económico financiero de los servicios y 
actividades del transporte terrestre, coordinación entre modos de transporte y 
transporte combinado, coordinación del sistema de transportes con las 
necesidades de defensa y protección civil, la inspección del transporte, las Juntas 
Arbitrales  del transporte, y los usuarios del transporte, contenida en los títulos 
Preliminar y Primero de la Ley 16/1987, de 30 de julio del Estado, de Ordenación 
del Transporte Terrestre, modificada por Ley 9/2013, de 4 de julio. 
 
 2. Los transportes que se realicen en recintos cerrados dedicados a 
actividades distintas al transporte terrestre, quedarán, en principio, exceptuados de 
la aplicación de esta ley, si bien, cuando puedan incidir en el sistema general de 
transportes, reglamentariamente podrán establecerse preceptos relativos a la 
ordenación de los mismos. 
 
 
Artículo  2º . Competencias 
 
 1. Sobre  el servicio público de taxi prestado dentro de un ámbito 
supramunicipal será competente la Consellería que tenga atribuidas las 
competencias en materia de transportes, que asimismo asume las competencias 
en materia de transporte interurbano por delegación de competencias del Estado 
establecidas en la Ley Orgánica 5/1987 de 30 de julio. 
 
 2. Los Ayuntamientos cuyos municipios no se hayan integrado en un 
ámbito superior para la prestación del servicio de taxi,  tendrán competencias sobre 
los servicios prestados dentro de sus municipios, que las ejercerán en coordinación 
con la Consellería, especialmente en materias de dimensionamiento de la oferta o 
en la adopción de medidas que pudieran incidir en los servicios de taxi 
competencia de otras administraciones o en otros servicios de transporte 
competencia de las mismas. Sin embargo, cuando se trate de infracciones por 
realizar transporte careciendo de autorización o título habilitante, corresponderá la 
competencia a la Consellería que la ejerza, por delegación del Estado. 
 
 3. Los ámbitos supramunicipales para la prestación de servicios de taxi, 
con carácter permanente y definitivo  se establecerán por Orden de la Consellería 
competente en materia de transportes, previa consulta a las asociaciones 
representativas de usuarios y taxistas, y previa conformidad de dos tercios de los 
ayuntamientos afectados que representen al menos un  50 por ciento de su 
población de derecho. 
 
 4. En caso de situaciones temporales en que se espere afluencia de viajeros 
que no puedan ser atendidos por los taxis del ámbito correspondiente, la 
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Consellería competente en materia de transportes podrá autorizar que operen en el 
mismo los taxis residenciados en otros ámbitos limítrofes o cercanos. 
 
 5. Los Ayuntamientos serán competentes, en cualquier caso , para señalar y 
acondicionar las paradas, dentro de su término municipal, de los vehículos que 
deban prestar el servicio de taxi, en los términos del artículo 72 de la  Ley 6/2011 
de 1 de abril de la Generalitat. 
 
 6. El establecimiento de las paradas dentro de los recintos de puertos, 
aeropuertos y estaciones ferroviarias será competencia del titular o explotador de 
dicha infraestructura. 
 
 
Artículo 3º.  Definición y alcance del servicio público del taxi 
 
 1.  Las necesidades de movilidad individual las satisfacen  las 
Administraciones públicas competentes mediante el servicio público de taxi 
definido en la presente ley. 
 
 2.  El servicio de público  taxi es  realizado con vehículos turismo de hasta 
cinco plazas incluido conductor, o de hasta siete plazas incluido conductor en 
caso de vehículos adaptados para contener y utilizar silla de ruedas, conducidos 
por personas físicas titulares de los mismos, o por conductores colaboradores o 
asalariados, según corresponda, de estos titulares, contratados por la capacidad 
total del vehículo, que llevarán a cabo su actividad con plena autonomía 
económica, y la gestionan a su riesgo y ventura, pero con obligación de prestar 
habitualmente el servicio, salvo en caso de normativa sobre  descansos  
establecida  por la Administración. No obstante, en  ámbitos situados en zonas 
rurales  cuyos habitantes no tengan posibilidad de comunicación mediante 
servicios públicos regulares de viajeros podrán autorizarse vehículos adaptados a 
personas con movilidad reducida que puedan contener y utilizar silla de ruedas con 
capacidad de hasta nueve plazas, incluido conductor, a los que podrá autorizarse 
asimismo para que, de manera ocasional y en servicios no reiterados, puedan 
agrupar viajeros. 
 
 3.  El servicio público de taxi se realizará previa autorización 
administrativa expedida por la Consellería que tenga atribuidas las competencias 
en materia de transportes, o por los Ayuntamientos  cuyos municipios no se 
hayan integrado en un ámbito territorial superior para la prestación del servicio de 
taxi, en favor de personas físicas habilitadas al efecto y que solo podrán ser 
titulares de una sola autorización. Esta autorización habilitará para la prestación de 
servicios dentro del ámbito municipal,  o del de un área supramunicipal en caso de 
que, por orden de la consellería competente en materia de transportes, previa 
conformidad de los ayuntamientos afectados, como se establece en el artículo 
anterior, y consulta a asociaciones de usuarios y taxistas,  se haya creado un área 
de prestación conjunta para los servicios de taxi que integre a varios municipios. 
  
 4. El Servicio del taxi se prestará, dentro del  ámbito municipal o del área 
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de prestación conjunta,  con sujeción a tarifas obligatorias aprobadas por el 
ayuntamiento o la consellería competente en materia de transportes previo informe, 
en su caso, del órgano autonómico competente en materia de precios. Las tarifas 
interurbanas, entre municipios y áreas de prestación conjunta, para servicios de 
taxi prestados generalmente con origen en el municipio o  área en el que tengan 
otorgada la autorización de transporte y destino fuera del mismo,  las establecerá 
la consellería competente en materia de transportes en caso de que exista   
delegación del Estado al efecto, y  tendrán el carácter de máximas o, en su caso,  
el carácter que establezca la norma de delegación. Las tarifas interurbanas se 
aplicarán en la totalidad del trayecto del servicio, con independencia del lugar e 
itinerario de paso. En caso de municipios de población no superior a 50.000 
habitantes que no tengan aprobada tarifa urbana se aplicará subsidiariamente la 
tarifa  interurbana que pudiera corresponder. 
 
 5. La Consellería competente en materia de transportes  o los Ayuntamientos 
no integrados en Áreas de Prestación Conjunta  de ámbito superior podrán 
regular el régimen de los servicios de taxi estableciendo: 
  a)  Obligaciones de servicio, justificadas por la existencia de demandas 
desatendidas. 
 b) Medidas de control de la oferta, como número máximo de 
autorizaciones en proporción a la población, o  días u horas de permanencia o de 
descanso. 
 c) Medidas de armonización de la competencia entre los taxistas, como 
el control de tiempos máximos de conducción o de descanso obligatorios para  los 
conductores. 
 
 Asimismo podrán establecer normas  tendentes a garantizar la calidad del 
servicio o la prestación de un servicio homogéneo, como la fijación de una 
antigüedad máxima de los vehículos, su capacidad,  o las dimensiones mínimas 
del habitáculo y maletero. También podrán limitar la adscripción al servicio de taxi a 
determinado tipo de vehículos por razones medioambientales o de accesibilidad, 
limitar la publicidad sobre los mismos, establecer una imagen corporativa común y 
el mismo color de los vehículos, y sus distintivos,  dentro de un mismo ámbito 
territorial, o la uniformidad en la vestimenta de los conductores. 
 
  6. La Consellería competente en materia de transportes, o los Ayuntamientos 
no integrados en Áreas de prestación conjunta podrán regular el régimen de 
servicios concertados de transporte discrecional de viajeros o de encargos de  
paquetería, a precios libres, dentro de Áreas de Prestación Conjunta o ámbito 
municipal correspondiente, de manera que siempre quede garantizada la adecuada 
prestación del servicio de taxi. 
 
 7. En casos de exceso de oferta, debidamente acreditados, la 
Administración podrá adoptar medidas de reducción del número de autorizaciones, 
primando la retirada de la actividad. 
 
 
Artículo 4º . De las autorizaciones de taxi 
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          1. Para ser titular de autorización de taxi o conductor del mismo  se exigirá, 
como requisitos previos, los siguientes: Haber superado pruebas acreditativas 
de su capacitación profesional para la prestación del servicio convocadas por la 
Consellería o Ayuntamiento correspondiente, cumplir los requisitos de 
honorabilidad establecidos por la legislación estatal y europea para el ejercicio 
de la profesión de transportista por carretera, y acreditar la capacidad financiera 
de 9000 euros, en los términos de dicha legislación. 
  
         Asimismo deberá cumplir las obligaciones fiscales, sociales y laborales, y 
medioambientales exigidas por la normativa al efecto, y la habilitación para 
conducir vehículos turismo de servicio público. 
 
         Además, deberán disponer, en propiedad o arrendamiento financiero, de 
un vehículo turismo, que cumpla las condiciones establecidas, domiciliado en el 
ámbito en el que se le otorgue la autorización, y dotado de los elementos de 
comunicación exigidos en el ámbito correspondiente, y,  si se trata de ámbito con 
población superior a 50.000 habitantes o que tenga autorizada tarifa urbana o 
metropolitana, el vehículo deberá incorporar el correspondiente aparato medidor 
de   las tarifas de aplicación, y,  si así se estableciera, de medios de cobro 
telemático al viajero. 
 
 2. Los titulares de autorizaciones de taxi solo lo podrán ser de una única  
autorización y para un vehículo. 
 
 3. Solo pueden ser titulares de autorizaciones de taxi las personas físicas, no 
pudiendo otorgarse autorización, de forma conjunta, a mas de una persona ni a 
comunidades de bienes, ni a personas jurídicas de ningún orden. 
 
 4. En municipios o áreas de prestación conjunta de mas de 20.000 
habitantes los titulares de autorizaciones de taxi tendrán plena y exclusiva 
dedicación a su profesión, sin perjuicio de la posibilidad de administrar su propio 
patrimonio, si es distinto al del transporte. 
 
 5. Para la expedición de nuevas autorizaciones de taxi  se tendrán en cuenta 
normas de concurrencia que respeten el derecho del ciudadano, que cumpla los 
requisitos,  a acceder en condiciones de igualdad a la profesión de taxista, así 
como la previa coordinación con el órgano competente para expedir la autorización 
de transporte interurbano de ámbito nacional competencia del Estado, en caso de 
que fueran distintos. A las nuevas autorizaciones se les adscribirá un vehículo de 
hasta dos años de antigüedad, u otra  inferior que pueda establecerse por el 
Estado, por la consellería o ayuntamiento competentes. 
 
 6. Las autorizaciones de taxi se expiden sin plazo de duración prefijado, si 
bien su validez quedará condicionada a su visado periódico cada dos años  a fin 
de comprobar que se mantienen las condiciones en que la autorización fue 
expedida y el cumplimiento de las obligaciones de carácter fiscal, social, laboral, 
técnico y medioambiental, y de antigüedad e idoneidad  del vehículo y, en su caso, 
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de  su taxímetro,  así como las condiciones de dedicación de su titular,  pudiendo 
acceder a su rehabilitación durante un año adicional si se acreditara  el 
cumplimiento de las condiciones para su visado. Si  hubieran transcurrido los 
plazos anteriores sin realizar el trámite de visado, sin que la administración 
competente hubiera notificado la revocación de la autorización,  podrá procederse 
a la reactivación de  la misma, si se acreditaran causas justificadas de carácter 
personal de su titular que impidieran el visado o la rehabilitación, aunque  
cumpliendo todos los requisitos exigidos para las nuevas autorizaciones. 
 
 7. Las autorizaciones de taxi  podrán transmitirse por sus titulares en favor 
de persona física que cumpla los requisitos establecidos para ser titular de 
autorización de taxi, siempre que no sea titular de ninguna otra autorización para 
taxi, ni para otro tipo de transporte, en la Comunidad Valenciana ni en  cualquier 
otra comunidad autónoma. Se establece el plazo de un año para la transmisión 
obligatoria de las autorizaciones titularidad de fallecidos, jubilados, salvo que 
tengan reconocido el derecho a seguir trabajando,  o incapacitados para 
profesión, a contar desde que se produzca la circunstancia, que podrá ampliarse a 
un año más a petición justificada de su titular u otros interesados. Las 
autorizaciones de nueva creación no podrán transmitirse durante los seis 
siguientes años a su adjudicación, salvo en supuestos del fallecimiento de su 
titular,  que podrá transmitirse a sus herederos forzosos que cumplan los requisitos 
exigidos para ser titular de autorización de taxi. 
 
 8. La antigüedad  de los vehículos turismo que presten servicio de taxi no 
excederá de 12 años, contados desde su primera matriculación, u otra  inferior que 
pueda establecer la consellería o el  ayuntamiento competente. Podrá admitirse, 
salvo disposición en contrario, que los vehículos adaptados,  que admitan silla de 
ruedas para personas con movilidad reducida, puedan seguir prestando servicio 
hasta que cumplan 14 años. 
 
 9. Los vehículos adscritos a autorizaciones de taxi podrán sustituirse por 
otros menos antiguos que cumplan los requisitos establecidos o por otros que 
cumplan los requisitos de antigüedad establecidos para las nuevas autorizaciones 
  
 10. La extinción de las autorizaciones de taxi se producirá, en el marco del 
correspondiente expediente administrativo, por alguno de los supuestos siguientes: 
a) Renuncia por parte de su titular. 
b) Revocación por sanción. 
c) Revocación por incumplimiento de los plazos de visado y rehabilitación. 
d) Revocación por exceder la  antigüedad máxima establecida para el vehículo. 
e) Revocación por retirada de la actividad regulada por la administración. 
f) Revocación por no haber efectuado en plazo la transmisión obligatoria 
establecida en esta ley. 
 
 11. La conselleria y ayuntamientos competentes adoptarán las medidas 
oportunas a fin de conciliar las medidas resultantes de aplicar la presente ley con 
la normativa estatal referida a las autorizaciones de transporte interurbano de 
ámbito nacional del que están dotados los taxis de la Comunidad Valenciana y en 
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base a las cuales se realiza el transporte entre municipios y áreas, de dentro o 
fuera de la Comunidad Valenciana. En ausencia de normativa estatal al respecto 
se entenderá que los servicios interurbanos de taxi se realizan generalmente con 
origen en el municipio o área donde tengan otorgada la autorización, aunque con la 
posibilidad de cargar en puertos, aeropuertos y estaciones ferroviarias de alta 
velocidad si se trata de servicios previa y expresamente contratados con destino al 
municipio o área donde venga residenciada la autorización. Excepcionalmente, en 
casos de asistencia o necesidad de auxilio inmediato, o en casos en que la 
Consellería competente en materia de transportes lo autorice, para atender 
necesidades de interés público,   podrá realizarse  la recogida de pasajeros en 
municipio o Área, en territorio de la Comunidad Valenciana,  distintos a los de 
residencia de la autorización. 
 
 
Artículo 5º . De los Centros de Distribución de servicios de taxi 
 
 1. Se crea la autorización de Centro de Distribución de Servicios de 
Taxi, a la que podrán acceder los titulares de autorizaciones de taxi de uno o más 
ámbitos territoriales, que se agrupen a tal fin y dispongan de los medios materiales 
de comunicación y humanos, que puedan establecerse por la Consellería 
competente en materia de transportes,  para ofrecer al usuario un servicio de 
atención telefónica y telemática. 
 
 2. Estos Centros deberán adoptar forma de sociedad mercantil o de 
cooperativa de servicios que agrupe a todos los titulares de autorización de taxi 
que operen a través de los mismos, y tendrán  capacidad propia de contratación, 
previo cumplimiento de los requisitos que pudieran establecerse para los 
intermediarios del transporte de viajeros 
 
 3. Tanto la forma que adopten como el número de asociados en disposición 
de atender los servicios demandados por los usuarios deberán publicitarse de 
manera permanente y simultánea al ofrecimiento de los servicio. El usuario no  
asumirá el coste de la puesta a disposición del taxi en los servicios 
recabados a estos Centros si no media aceptación previa y expresa de este, lo 
que el Centro deberá poder acreditar, durante al menos un año, a requerimiento de 
la autoridad competente. 
 
 4. En la prestación de servicios de taxi los Centros de Distribución 
responderán como taxista frente al usuario, y como usuario frente al taxista, 
siéndoles de aplicación las obligaciones del taxista establecidas en esta ley. En 
concreto no podrán negar los servicios que se le demanden salvo,  por tiempo 
limitado, por no existir vehículos disponibles. 
 
 
Artículo 6º. Del servicio de taxi en puertos, aeropuertos y estaciones 
ferroviarias 
 
 1. El servicio público de transporte en vehículos turismo en puertos, 
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aeropuertos y estaciones ferroviarias y de autobuses será atendido y garantizado 
por los taxis del municipio o área de prestación conjunta donde la terminal del 
aeropuerto, puerto o estación esté ubicada. 
 
 2. No obstante, el régimen general de prestación de servicios de taxi en 
Puertos y Aeropuertos debe ser acorde con la regulación estatal establecida al 
efecto, y  de manera que concilie la garantía de servicio de taxi con el derecho de 
elección del usuario de municipios o áreas de prestación conjunta distintos al de 
ubicación de estos establecimientos. Este mismo régimen se amplía a las  
Estaciones ferroviarias de alta velocidad. En ausencia de regulación estatal se 
estará a la previsión del artículo 4º-11 de esta ley. 
  
 
Artículo 7º . De la participación de los taxistas 
 
 Las Administraciones competentes instrumentarán mecanismos de 
consulta y participación de las asociaciones de taxistas y usuarios, acordes con 
su implantación real,  en la elaboración de la normativa  que les afecte, con el 
objetivo de una mejor prestación del servicio público del taxi 
 
 
Artículo 8º. De las obligaciones del taxista con respecto al usuario 
 
 El conductor del taxi atenderá al usuario bajo  las  pautas propias del 
prestador de un servicio público al ciudadano, y que  se pueden concretar en las 
obligaciones  siguientes: 
 
 1. Debe proporcionarle un trato amable y deferente. 
 
 2. Su presencia debe denotar aseo, bien vestir, o  incluso uniformidad en la 
vestimenta si así se hubiera establecido por la Consellería o Ayuntamiento 
competente. Y bajo ninguna circunstancia se consumirán alimentos en el vehículo 
en presencia del usuario, a excepción de líquidos hidratantes en caso de 
considerarlo necesario. 
 
 3. Debe seguir sus indicaciones en cuanto al uso de instrumentos sonoros o 
visuales en el vehículo, intensidad en la climatización, etc. 
 
 4. Debe proporcionar cuantas explicaciones solicite sobre el servicio, y en 
concreto sobre itinerarios, velocidad, tarifas, etc… 
 
 5. Debe asistirle en la carga y descarga de equipajes, debiendo admitirse 
tanto el de transporte gratuito como el exceso, aunque con los límites de peso y 
volumen propios de las características del  vehículo. 
 
 6. Debe asistirle al bajar y subir del vehículo, en caso de que le observara 
dificultades de movilidad personal. 
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 7. Debe mantener permanentemente la limpieza del vehículo, especialmente 
del habitáculo. 
 
 8. Debe garantizar la visibilidad panorámica, tanto lateral como delantera, 
desde el interior del vehículo. 
 
 9. Debe garantizar la visibilidad,  desde el interior del vehículo, , del 
documento de identificación del conductor,  del número de autorización y de las 
tarifas 
 
 10. Debe proporcionarle, a su solicitud, el libro de reclamaciones, y facilitarle 
los medios para escribir la reclamación, e informarle de los trámites sobre la 
misma. 
 
 11. Debe proporcionar justificante del precio abonado por el servicio, con las 
concreciones que demande. 
 
 12. Debe velar por la visibilidad exterior del número de autorización y del 
distintivo del municipio o área al que corresponda la autorización, así como  del 
módulo luminoso identificativo de las tarifas o de la situación de disponible u 
ocupado. 
 
 13. Debe evitarse publicidad sexista o de otro orden que pueda herir la 
sensibilidad de algún usuario o bien limitar algún derecho de este. Los anuncios 
publicitarios nunca impedirán o menoscabarán la visibilidad del número de 
autorización, los distintivos de municipio o área  o del  módulo luminoso de tarifas. 
 
 14. Se evitará la discriminación, o conductas que favorezcan la percepción  
de discriminación, por razones de sexo, raza, religión u otra condición personal. 
 
 15. Se evitará la discriminación por tratarse de un grupo de usuarios, salvo 
que excedan la capacidad del vehículo. 
 
 16. Se evitará la discriminación por razón del tipo de servicio demandado, no 
pudiéndose negar a prestar el servicio, salvo por causas justificadas, debiendo en 
ese caso facilitarle el servicio de otro taxi. 
 
 17. No debe manipularse el taxímetro durante la prestación del servicio, 
salvo que esté previsto el cambio de tarifa por paso de zona, lo que deberá 
advertirse siempre  al usuario. 
 
 18. Debe percibirse solo el importe que marque el taxímetro o, en su caso,  
el mínimo de percepción establecido o el importe convenido por un servicio 
interurbano si resultara inferior al resultante por aplicación de la tarifa. Los servicios 
concertados, sean de viajeros o de encargos, a precio libre, quedan fuera del 
ámbito del servicio público por cuyas condiciones de prestación debe velar la 
presente ley. 
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 19. Debe disponerse  de cambio de moneda metálica o billetes hasta la 
cantidad que se determine por la Consellería o Ayuntamiento competente. 
 
 20. En los servicios recabados telefónica o telemáticamente le será 
descontado al viajero la cantidad de exceso que marque el taxímetro,  en el 
momento efectivo de la recogida del mismo, respecto al máximo que pudiera 
haberse establecido al efecto. 
 
 21. Se debe conocer, en todo caso,  el destino del servicio solicitado si su 
identificación es la postal. 
 
 22. Debe utilizar las preceptivas señales luminosas de indicación de la 
situación de libre u ocupado, y de la tarifa que se está aplicando. 
 
 23. Se debe acudir a la autoridad policial mas cercana en caso de 
comportamientos anormales o no cívicos de los usuarios. 
 
 24. Deben custodiarse, hasta la entrega a la autoridad competente los 
objetos perdidos o abandonados en el vehículo. 
 
 25. Debe ofrecer la resolución de los conflictos a través del sistema arbitral 
que hubiere establecido para el transporte de viajeros. 
 
Artículo 9º.  De las obligaciones propias del taxista y con respecto a los 
demás taxistas 
 
El conductor del taxi se relacionará con los demás taxistas partiendo de la 
concepción que todos ellos prestan un servicio globalmente considerado en su 
ámbito territorial como un servicio público, y  que es preciso prestar con eficacia, 
homogeneidad,  calidad y buena imagen pública, y que  se concreta en las 
obligaciones siguientes: 
 
 1. Debe primar el espíritu de colaboración entre los profesionales del taxi, 
especialmente durante la prestación del servicio o en el momento de acceder a su 
prestación, o durante la espera en puntos de parada o reunión. Ello debe reflejarse 
en todo momento en el comportamiento de los mismos, que deben mantener las 
buenas formas cualquiera que fuera la situación. 
 
 2. Se accederá a los servicios bien por asignación radio-telefónica o 
telemática, bien situándose por orden en las paradas establecidas al efecto, o, en 
las condiciones que se establezcan,  a  solicitud del usuario viandante, cuidando 
siempre la seguridad en la circulación. 
 
 3. Se evitará cualquier discusión, debate o estridencia entre los profesionales 
del taxi, que pudiera trascender al usuario o público en general,  estén o no en 
disposición de prestar  servicio. 
 
 4. En ninguna circunstancia el profesional del taxi, que pueda ser identificado 
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públicamente como tal, mantendrá posiciones de protesta, queja o reivindicación 
en los lugares habituales de prestación de servicios de taxi o de otro tipo de 
transporte de viajeros. 
 
 5. Se respetará tanto el régimen de permanencias para prestar servicio, 
como el  de descansos obligatorios que  haya podido establecer la Administración. 
 
 6. No se consumirán bebidas alcohólicas ni sustancias estupefacientes  
durante la prestación del servicio, ni en un tiempo razonable previo a su prestación,  
para evitar el mas mínimo efecto de las mismas en la conducción, respetando 
escrupulosamente las normas sobre seguridad vial que afectan a los conductores. 
 
 7. No se prestarán servicios de taxi con vehículos que no reúnan las 
condiciones de imagen homogénea, presentación o salubridad normales para el 
servicio a que se dedican, ni que excedan de la antigüedad máxima establecida, 
aún teniendo autorización vigente. 
 
 8. Se respetarán las normas que se establezcan sobre tiempos máximos de 
conducción y de  descanso obligatorio. 
 
 
Artículo 10º . Del control del taxi y otras actividades 
 
 1. Para garantizar el correcto funcionamiento del servicio público de taxi es 
preciso controlar con eficacia otras actividades de transporte que pueden incidir de 
manera ilegal o desleal en el mismo, sancionando las infracciones conforme a la 
legislación estatal en la materia. 
. 
   2. Se aplicará la legislación estatal en materia de atribuciones de la 
inspección del transporte  y agentes de la autoridad, responsabilidad, 
procedimiento,  criterios de graduación de las sanciones y ejecución de las 
mismas. Los Centros de Distribución de Servicios de taxi responderán 
subsidiariamente de las infracciones cometidas por los taxistas asociados. 
 
    3. Las infracciones por incumplimiento de las obligaciones del taxista en 
relación con el usuario, consigo mismo o con   otros taxistas, referidas en los 
artículos 8 y 9 de esta Ley, se calificarán como leves, y las sanciones se graduarán 
en función del daño al usuario, al servicio público del taxi o a la imagen pública de 
los profesionales taxistas que lo prestan, y la reincidencia. 
  
    4. En concordancia con la legislación estatal las infracciones cometidas se 
sancionarán con multas de 100 a 300 euros, pudiendo alcanzar hasta los 800 
euros en casos de reincidencia en los últimos cinco años. 
 
 5. Con independencia de la remisión a la legislación estatal en materia de 
responsabilidad, y como sanción accesoria a la prevista en el punto anterior, se 
podrá suspender la habilitación para conducir un taxi en caso de reincidencia en la 
comisión de alguna infracción de las relacionadas en los artículos 8 y 9 de esta ley. 
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Esta suspensión podrá ser de hasta tres meses en caso de una primera 
reincidencia, de hasta seis meses a la segunda, de hasta un año en la tercera, y de 
revocación definitiva a la cuarta o sucesivas reincidencias, que llevará aparejada la 
pérdida de la habilitación para ser titular de licencia en los siguientes seis años. 
 
 
 DISPOSICIÓNES TRANSITORIAS. Del régimen transitorio de las actuales 
autorizaciones de taxi y de la actualización de ordenanzas municipales. 
 
 1.  Los actuales titulares de autorizaciones para más de un taxi dispondrán 
de un plazo de dos años para transmitir a persona física, que cumpla los requisitos 
establecidos, todas aquellas autorizaciones de taxi   que excedan de una, 
transcurrido el cual se entenderán revocadas las de exceso, con derecho a 
conservar la mas antigua. No obstante, con el objetivo de alcanzar el porcentaje de 
un 5 por ciento de vehículos adaptados en el correspondiente ámbito, podrían 
mantenerse aquellas  de exceso, durante el plazo de 10 años desde la entrada en 
vigor de la presente ley, si adscriben, de manera permanente y definitiva,  vehículo 
adaptado a personas de movilidad reducida. Esta posibilidad queda restringida  al  
número determinado de autorizaciones con las que se alcance dicho porcentaje del 
5 por ciento, y tendrán prelación aquellas que sustancien solicitud  acreditando la 
disponibilidad sobre el correspondiente vehículo adaptado. 
 
 2. Las personas jurídicas titulares de autorizaciones de taxi dispondrán 
asimismo de un plazo de dos años para su transmisión a una persona física que 
cumpla los requisitos establecidos, transcurrido el cual se entenderán revocadas. 
 
 3. Los titulares de autorizaciones de taxi para vehículos de capacidad 
superior a la establecida, podrán mantener los mismos hasta que cumplan la 
antigüedad máxima, o se produzca su sustitución. 
 
 4. Los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana actualizarán sus actuales 
ordenanzas sobre el servicio de taxi, ajustándolos a los términos de presente Ley, 
en el plazo de un año. 
 
  
DISPOSICIONES ADICIONALES. De la relación con otras normas 
 
Primera. La normativa contenida en el Reglamento Nacional de los Servicios 
Urbanos e Interurbanos de Transporte en Automóviles Ligeros aprobado por Real 
Decreto 763/1979, de 16 de marzo, en la Comunidad Valenciana queda sustituida 
por la reflejada en  la presente Ley. 
 
Segunda. El Capítulo III del TÍTULO II de la Ley 6/2011 de Movilidad de la 
Comunidad Valenciana, queda sustituido por las disposiciones  de la presente 
Ley. 
 
 Tercera. La aplicación de las normas no derogadas de la Ley 6/2011, de 1 de 
abril, de la Generalitat, de Movilidad de la Comunidad Valenciana debe realizarse 
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conciliando la aplicación de estas con las disposiciones al efecto contenidas en 
el Capítulo III del Título III ( Transporte y Movilidad Sostenible), artículos 93 al 106 
de la Ley estatal 2/2011 de 4 de marzo, de Economía Sostenible. 
 
Cuarta. Como medida general de adecuación de la oferta del servicio de taxi a la 
demanda, en todos los ámbitos de la Comunidad Valenciana, en términos del factor 
población, se establece que no podrán otorgarse nuevas autorizaciones de taxi 
cuando la relación entre número de taxis y los millares de habitantes de un 
determinado ámbito exceda de la unidad. Y si no se excediera dicha ratio, sólo 
podrán otorgarse nuevas autorizaciones de taxi en casos debidamente justificados 
por razones de demanda que fuera necesario atender o a fin de conseguir el 
porcentaje de vehículos adaptados de un 5 por ciento. 
 
 
DISPOSICIONES DEROGATORIAS 
 
1. Quedan derogados el artículo  4 ( Agencia Valenciana de Movilidad ) del  
Capítulo I,  del Título I; el Capítulo III ( Servicio de taxi) del  Título II (Transporte 
de viajeros ) y el Título IV ( Inspección, infracciones y sanciones), excepto los 
artículos 101, 102, 105 y 106, así como las Disposición Adicional Primera, y las 
Disposiciones Transitorias  Tercera y Séptima de la Ley 6/2011, de 1 de abril, 
de la Generalitat, de Movilidad de la Comunidad Valenciana, quedando sin 
contenido, como consecuencia de estas derogaciones, los Artículos 55 al 59 y  
los Artículos 93 a 111, excepto artículos 101, 102, 105 y 106 que siguen vigentes,  
de  la Ley 6/2011 de la Generalitat. 
 
2. Asimismo quedan derogadas todas las leyes y reglamentos que se opongan a 
la presente ley o no deban formar parte del ordenamiento jurídico en materia de 
transportes, y en concreto las siguientes: 
 
- La Disposición Adicional Cuarta de la Ley 10/1998, de 28 de diciembre de 
Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera y de Organización de la 
Generalitat. 
- Los artículos 100, 101, 102 y 103 de La Ley 14/2005, de 23 de diciembre,  de 
modificación de la Ley 9/2000, que fue derogada por Real Decreto-Ley 7/2012, de 
19 de octubre. 
- Los Artículos 46 y 47 de la Ley 10/2006, de 26 de diciembre de Medidas Fiscales, 
de Gestión Administrativa y Financiera y de Organización de la Generalitat, sobre 
regulación del Servicio el Taxi en las Áreas de Prestación Conjunta de la 
Comunidad Valenciana. 
- El Artículo 73 de la Ley 16/2008, de 22 de diciembre, sobre Plan de 
Modernización de las Concesiones de Transporte Público Regular Permanente de 
Viajeros por Carretera. 
- El Artículo 91 de la Ley 12/2009, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, de 
Gestión Administrativa y Financiera y de Organización de la Generalitat, sobre 
modificación de la Ley 10/2006, de 26 de diciembre. 
- El artículo 105 de la Ley 16/2001, de 27 de diciembre,  de Medidas Fiscales, 
Administrativas y de Organización de la Generalitat, de modificación de la Ley 
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9/2000. 
-Artículos del 139 al 145 de la Ley 7/2014, de 22 de diciembre de Medidas 
Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera y de Organización de la 
Generalitat. 
-Artículo 103 de la Ley 10/2015 de 2 de diciembre de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat. 
- Decreto 18/1985, de 23 de febrero del Consell de la Generalitat Valenciana sbre 
la Creación e Áreas de Prestación Conjunta para los Servicios de Transporte 
Público de Viajeros en Automóviles Turismo. 
-Decreto 44/2001, de 27 de febrero, del Gobierno Valenciano, por el que se regula 
el derecho de preferencia en el transporte de viajeros de uso especial en la 
Comunidad Valenciana. 
- Orden de 31 de julio de 1985 de la Consellería de Obras Públicas, Urbanismo y 
Transportes por la que se regula la recogida de pasajeros por los servicios de 
transporte público de viajeros en vehículos turismo. 
 
 
 DISPOSICIÓN FINAL 
 
 De la aplicación de las previsiones de esta Ley 
 
 Se atribuye a la Consellería competente en materia de transportes la 
competencia para la aplicación de esta ley y para  el desarrollo reglamentario de la 
misma. 
 


